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Período de medición 
 Mayo 2019 – Abril 2020 

 
Venezuela: ojos vendados y boca amordazada en crisis humanitaria 

 

Resumen ejecutivo 

     Venezuela se ubica en el último lugar en el Índice Chapultepec de Libertad de 
Expresión y Prensa, con 3,8 puntos. La acción institucional, especialmente de los 
entornos Ejecutivo y Judicial, marcan no solo inacción por omisión en materia de 
protección y punición a crímenes contra los periodistas y la prensa, más bien definen una 
estrategia contraria a los derechos comunicacionales mínimos: gobierno y tribunales 
actúan en procura de aplastar al periodismo y a las empresas informativas contrarias a 
los intereses hegemónicos del régimen de Nicolás Maduro. 
 
 
Introducción 

     El lapso de estudio comprende el segundo período de gobierno de Nicolás Maduro, 
reelegido el 20 de mayo de 2018, en elecciones consideradas fraudulentas por 
opositores. Organismos como la OEA y autoridades de más de 50 países ven en el 
presidente de la Asamblea Nacional, Juan Guaidó, juramentado el 24 de enero de 2019 
como presidente interino, al legítimo gobernante.  

     La prensa trabaja agobiada por agresiones, detenciones, acciones judiciales y exilios 
en la turbulencia política. Siete periodistas y al menos 35 medios de comunicación fueron 
vulnerados en enero de 2020 (IPYS Venezuela, 2020), cuando cubrían las incidencias 
en las cuales efectivos castrenses impidieron a Juan Guaidó sesionar en el Palacio 
Federal Legislativo, como parte de una escaramuza en la cual diputados aliados al 
régimen de Maduro intentaron designar un parlamento paralelo. Pese a lo ocurrido, 
Guaidó logró la reelección como líder de la Asamblea Nacional, y así continuar como 
presidente interino de la República, sin que esto haya significado la deposición de 
Maduro. 

     Se atravesó una contracción económica de 35% en 2019, según estimaciones del 
Fondo Monetario Internacional. El país rebasó el nivel de miseria de Haití: 96,2% de la 
población se encuentra en pobreza, el 79,3% en pobreza extrema y hubo una pérdida de 
3,7 años en la esperanza de vida de los venezolanos nacidos en el quinquenio 2015-
2020, al ubicarse en 72,2 años (ENCOVI, 2020). Interrupciones de luz, acceso irregular 
al agua, escasez de gasolina y medicinas, problemas de movilidad por deficiencias en el 
transporte público, actividades de grupos irregulares en los estados fronterizos, brecha 
digital creciente, censura, hegemonía comunicacional y dominio indirecto de medios 
privados de señal abierta, son las características de la vida pública en Venezuela. Es el 
país con el mayor éxodo de refugiados y migrantes de América Latina y el Caribe en la 
actualidad, con 4,8 millones de refugiados y migrantes al 5 de febrero de 2020 (ACNUR, 
2020). 
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Desarrollo 

     Con 3,8 puntos, de un total de 100 posibles, Venezuela es el país con el peor estatus 
en acciones institucionales relacionadas con la libertad de expresión en el hemisferio, y 
se ubica en la franja de naciones sin libertad de expresión en materia institucional. En 
esta percepción de los expertos consultados, la mayor atribución a esta situación está 
dirigida al entorno Ejecutivo, con una influencia muy fuerte, de 7,44, por encima de las 
actuaciones y omisiones en materia de libertad de expresión de las otras ramas del poder 
público.  

 

Sobre los entornos: acción institucional contra la libertad de expresión 

     El 30 de abril de 2019, la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL), 
empleada como operador político por la administración Maduro, cerró la emisora radial 
privada más antigua del país, Radio Caracas Radio (RCR). La estación hermana de 
RCTV, canal televisivo cerrado en 2007 por Hugo Chávez, cubría los sucesos en la Base 
Aérea Generalísimo Francisco de Miranda (La Carlota), en Caracas, cuando opositores 
intentaban forzar el cambio político, sin conseguirlo al final de la jornada.  

     Al día siguiente, primero de mayo de 2019, inicio del período de estudio para esta 
primera edición del Índice Chapultepec,12 hechos violatorios a la libertad de expresión 
se produjeron en la cobertura de las protestas contra Maduro. El periodista Mauricio Cruz 
informó que efectivos de la Guardia Nacional, dependientes del Ejecutivo, efectuaron 
disparos contra él y colegas en Caracas. Entre los heridos de perdigones estuvieron el 
reportero gráfico John Quintero, el periodista Gregory Jaimes, los fotógrafos Juan Carlos 
Neyra y Rafael Ramírez, así como el asistente de cámara Rubén Brito. Aparte de los 
comunicadores lesionados en Caracas, otros resultaron agredidos y lesionados en el 
ejercicio de su labor periodística en el interior del país (Espacio Público, 2019). 

     El aparato burocrático, el poder militar y policial, así como toda la infraestructura 
pública sigue en manos del presidente Nicolás Maduro. A su poder hacen alusión los 
expertos consultados en el estudio. Ha empleado para la detención de periodistas y 
disidentes a las Fuerzas de Acciones Especiales (FAES), organismo temido por sus 
prácticas, señalado por el informe de la Alta Comisionada de Derechos Humanos de la 
ONU, Michelle Bachelet, de realizar miles de ejecuciones en sectores populares por 
supuesta “resistencia al arresto” (Informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, 2019).  

     Tomando como argumento la Ley Constitucional contra el Odio, por la Convivencia 
Pacífica y la Tolerancia, también conocida simplemente como Ley contra el Odio, 
aprobada en 2017 por la Asamblea Nacional Constituyente que el gobierno impulsó para 
contrarrestar el poder de un parlamento adverso, el poder Ejecutivo estuvo detrás de 
detenciones a periodistas y se hizo secundar en ello con la acción del poder Judicial en 
el levantamiento de cargos y establecimiento de restricciones a la libertad. El Judicial 
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aparece como el segundo entorno con mayor participación en la pésima evaluación de 
las acciones institucionales en materia de libertad de expresión en Venezuela, con una 
influencia fuerte, de 6,51, en los pesos dados por los expertos a los responsables de la 
baja puntuación del índice. 

     Recordemos, por citar un ejemplo, la privación de libertad del comunicador social 
Darvinson Rojas, registrada el 21 de marzo de 2020. Quince funcionarios del FAES 
tomaron su residencia, luego de que publicara en sus redes sociales un balance de 
contagiados que hacía notar una diferencia de cinco personas entre los 42 contagios 
confirmados por el poder central y la cifra de 47 que se desprendía de los anunciados 
por gobiernos locales.  

     Los efectivos ingresaron a la residencia con la excusa de buscar a una persona 
contagiada de Covid 19, y terminaron llevándose detenido a Rojas y a sus padres. Sus 
progenitores fueron liberados luego de horas; el comunicador, el dos de abril, 12 días 
después. La causa sigue abierta y tiene medida cautelar de presentación periódica ante 
el tribunal, después de que le imputaran los delitos de instigación al odio e instigación 
pública en medio de una audiencia realizada la noche del lunes 23 de marzo, con un 
abogado que le asignó el Ministerio Público, a pesar de que Rojas ya contaba con uno 
que no fue notificado de la ejecución de la presentación, a pesar de que, junto a familiares 
del comunicador, se encontraba en la sede tribunalicia. Su caso produjo 
pronunciamientos de preocupación por parte de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión (RELE), el 
observatorio Monitor de Víctimas y Human Rights Watch (HRW). La causa en su contra 
sigue abierta (IPYS Venezuela, 2020). 

     Así como se aprecia cómo el poder Ejecutivo no actuó solo en materia de violaciones 
a la libertad de expresión, secundado por el Poder Judicial, el entorno Legislativo 
tampoco aparece exento de influencia en las omisiones o actuaciones que se midieron 
en el estudio.  

     De acuerdo con los expertos consultados, el entorno Legislativo aparece con una 
influencia moderada de 3,93 puntos en el índice del país. Aunque el organismo más 
nombrado por la muestra es la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL), 
su papel es facultado por efectos de la Ley de Responsabilidad Social en Radio, 
Televisión y Medios Electrónicos, promulgada en 2004, pero con efectos en el accionar 
de sanciones y cierres de medios decididos por el control institucional del régimen de 
Nicolás Maduro.  

     A pesar de esfuerzos consultivos de la Comisión de Medios de la Asamblea Nacional, 
que ha acudido a académicos y a ONG’s en la consecución de planes de políticas 
públicas que incluyen la restitución de la libertad de expresión, la fuerza aplicada por el 
régimen de Maduro no ha hecho posible ninguna de las posibles reformas en la materia. 
En el seno de la gestión de Juan Guaidó, surgió el nombramiento, en enero de 2020, de 
una directiva que asumiría en su gestión las riendas del canal TELESUR, hoy empleado 
como parte de la hegemonía comunicacional alcanzada por la administración de Nicolás 
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Maduro. Adicional al impacto del anuncio, no ha habido mayor actividad por parte de esta 
directiva alterna.  

 

Dimensión A: la venezolana es una sociedad desinformada y amordazada 

     La ciudadanía venezolana está muy lejos de ser una sociedad que ve cumplido su 
derecho a expresarse y a informarse. El pueblo, hambriento de información en servicios 
públicos, perdió la capacidad de acceder a la información sobre el estado de la 
infraestructura eléctrica, la situación del suministro de agua y el estado del suministro de 
combustible; mientras los periodistas que intentan acceder a la información son vejados 
o detenidos en coberturas, hostigados, intimidados y en ocasiones criminalizados.  

     La valoración de la acción institucional en la dimensión “Ciudadanía informada y libre 
de expresarse” está en 0,8 de 23 puntos posibles. La percepción se debe a casos como 
el registrado el 17 de marzo de 2020, cuando funcionarios de la Guardia Nacional 
Bolivariana detuvieron al médico Julio Molina, en el estado Monagas, por denunciar la 
situación crítica del Hospital Universitario Dr. Manuel Núñez Tovar. Se le imputaron los 
delitos de incitación al odio, al pánico y a la zozobra de la comunidad y se le dictó arresto 
domiciliario (Espacio Público, 2020).  

     También un trabajador de una siderúrgica estatal del sur de Venezuela sintió el rigor 
de las medidas institucionales de Venezuela en contra del libre flujo comunicacional. Al 
ciudadano Elio Mendoza, de 53 años de edad y con tres décadas de servicio en Sidor 
(Siderúrgica del Orinoco Alfredo Maneiro), recibió medida de privativa de libertad, luego 
de ser detenido el primero de abril de 2020 por el reenvío de un mensaje en cadena a 
través de la mensajería de WhatsApp, en el cual supuestamente cuestionaba el perfil de 
Maikel Moreno, presidente del Tribunal Supremo de Justicia y aliado de Maduro. Fue 
imputado por los delitos de incitación al odio y difamación, y lo mantienen privado de 
libertad, no por escribir, pues lo que hizo fue reenviar el mensaje (Siverio, 2020). La 
subdimensión asociada con la libre expresión aparece en el nivel más bajo posible: 0. 

     Por otra parte, ha sido práctica de la administración Maduro emplear bloqueos y 
restricciones de Internet, desde la Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela 
(CANTV). En momentos de llevarse a cabo manifestaciones convocadas por la 
oposición, en simultáneo con alocuciones de voceros como Juan Guaidó, ha sido una 
práctica llevar a cabo bloqueos a ciertas plataformas digitales. El 16 de noviembre de 
2019, en medio de una protesta convocada por el líder del parlamento, la organización 
Venezuela Sin Filtro denunció que CANTV bloqueó por 55 minutos a YouTube, 
comenzando la interrupción justo al inicio de la alocución de Guaidó en aquel día (Efecto 
Cocuyo, 2019). 

     Otros bloqueos que figuran una estrategia para desinformar y boicotear el derecho a 
la información de la ciudadanía tuvieron lugar el 18 de marzo, cuando, de acuerdo con 
la ONG Ve sin Filtro, resultó bloqueado el sitio coronavirusvenezuela.info; y el 16 de abril, 
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con sendos bloqueos DNS al sitio pvenezuela.com y a la página 
teleconsulta.presidenciave.org.  

     Días antes del cierre del período en estudio, el 26 de abril, esta organización 
también identificó la clonación de la página web heroesdesaludve.info con la cual la 
Asamblea Nacional -liderada por Guaidó- promovía apoyo económico a los trabajadores 
de salud. Cuando los usuarios ingresaban al sitio por la operadora CANTV eran 
redireccionados a otro sitio web y bajo engaño ingresaban sus datos (Espacio Público, 
2020). La subdimensión sobre el libre flujo de información se ubica en un muy bajo 
escaño para Venezuela en esta medición: 0,8. 

 

Dimensión B: sin condiciones para el ejercicio del periodismo 

     En Venezuela, el Estado no solo deniega el acceso a la información pública, 
restringiendo los espacios con presencia de efectivos, también mantiene la opacidad 
impidiendo ciertas coberturas para que el periodista no llegue a levantar la información 
aguas abajo. De 10 puntos posibles para el extremo positivo en esta dimensión, la 
calificación de la muestra para sobre la acción institucional para las condiciones del 
ejercicio del periodismo en el país fue un muy bajo 1,8. 

     Ejemplo del porqué el índice precario en esta área, fue el caso vivido el 9 de marzo 
de 2020 por la periodista Karen Aranguibel, quien grababa una protesta de ciudadanos 
que exigían el respeto de turnos para el abastecimiento de combustible. Fue hostigada 
por funcionarios de la Dirección de Contrainteligencia Militar y de la Guardia Nacional 
Bolivariana, así como por civiles, que llegaron a agredirla físicamente (EVTV Miami, 
2020). 

     En otro caso la acción institucional contra profesional de la comunicación pasa por la 
sistemática destrucción del medio. Después de que el 30 de abril de 2019 fuera detenido 
en Monagas el locutor José Mercedes Muñoz, a quien mantienen recluido en un centro 
penitenciario, un día después funcionarios de la Guardia Nacional Bolivariana 
decomisaron el transmisor, una cónsola, un monitor y un ordenador de la emisora de su 
propiedad, Oestereo 99.7 FM, equipos que servían para mantener a la emisora en el 
aire. Autoridades locales habían anunciado “la ocupación” de la estación (Espacio 
Público, 2019). 

     El Sindicato Nacional de Trabajadores de la Prensa de Venezuela ha denunciado que, 
desde el inicio de las medidas de cuarentena, por la llegada del Covid 19 en Venezuela, 
la censura y las pésimas condiciones para el ejercicio del periodismo continúan, con la 
detención de periodistas (para el 3 de mayo de 2020, el ente gremial había contabilizado 
la aprehensión temporal de 22 profesionales del periodismo).  
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Dimensión C: violencia e impunidad contra periodistas 

     El primero de mayo de 2019 se agudizaron las agresiones contra los periodistas, sin 
que, en similitud con los casos anteriores, las autoridades investigaran los hechos, o 
establecieran sanciones a los funcionarios responsables por la brutalidad contra 
periodistas y ciudadanos en el marco de las protestas realizadas en diversas localidades 
del país (Córdova, 2019; Tal Cual, 2019). Tampoco hubo mayor investigación por el robo 
de equipos periodísticos, como el registrado contra la emisora Éxitos 100.9 de Mérida y 
Radio Nacional de Venezuela, denunciado por el periodista Leonardo León (Espacio 
Público, 2020). 

     En el período de estudio, la estructura institucional es la principal generadora de 
violencia contra los periodistas. Es una constante que no haya recepción de denuncias 
ni investigación alguna contra las agresiones de las cuales fueron víctimas los periodistas 
que resultan lesionados, como no la hubo en años previos, ni en relación con la cobertura 
de los sucesos del 30 de abril de 2019, un día antes del período de estudio, tampoco hay 
averiguaciones por los equipos robados y/o incautados a estaciones y a periodistas en 
los días siguientes. Las autoridades, por el contrario, intentan involucrar a los 
funcionarios de los diversos niveles, Ministerio Público y tribunales incluidos, en la 
criminalización de los comunicadores sociales. 

     De allí que los expertos consultados hayan atribuido a Venezuela una puntuación de 
1,2 de 42 puntos posibles en materia de acciones destinadas a prevenir la violencia y a 
castigar los crímenes contra comunicadores sociales. No solo no hay mecanismos de 
protección para la profesión, en realidad, hay mecanismos de persecución que combinan 
el uso al descubierto de la fuerza pública, con civiles que, escudados en supuestamente 
simpatizar con el régimen, actúan al frente de la fuerza pública con total impunidad, al 
momento de agredir física o psicológicamente a los profesionales de la información. 

     Así sucedió con los periodistas agredidos en el Aeropuerto Internacional “Simón 
Bolívar, en Maiquetía, a la vista de las autoridades, en momentos cuando cubrían el 
retorno al país del presidente de la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de 
Venezuela, Juan Guaidó. Tanto el político, su comitiva y representante de los medios de 
comunicación que cubrían las incidencias fueron agredidos por simpatizantes del 
régimen, sin que se observaran acciones preventivas ni punitivas por parte de las 
autoridades de la sede aeroportuaria, dependiente del Ejecutivo Nacional (IPYSve, 
2020). 

     En dos de las subdimensiones en esta dimensión, sobre impunidad y persecución, 
Venezuela no obtuvo ningún punto a favor, ubicándose en el mínimo posible: 0.  La 
dimensión solo obtuvo 1,2 puntos en la subdimensión relacionada a la protección de 
periodistas, índice también muy por debajo de la media regional. 
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 Dimensión D: medios abiertos bajo el control de Maduro, los digitales en asedio 

     Diversos medios privados venezolanos en señal abierta moderaron sus críticas desde 
tiempo atrás al período en estudio. Sus consecuencias aún se viven. Algunos pocos que 
siguen con posturas críticas, bajaron sus estándares o fueron cerrados como en el caso 
de RCR, de un día antes del período analizado. Pero lo digital ha ido abultando presiones 
a partir del mecanismo favorito del régimen: la detención y luego la supresión parcial de 
la libertad. 

     El 19 de noviembre de 2019, la gerente del medio digital Entorno Inteligente, Ana 
Belén Tovar, fue detenida durante un allanamiento a la sede del medio de comunicación 
digital, realizado por funcionarios de la Dirección General de Contrainteligencia Militar 
(DGCIM), supuestamente debido a la publicación de información asociada al ministro de 
la Defensa del gobierno de Nicolás Maduro. Durante el mismo procedimiento, fueron 
retenidos durante horas los periodistas de dos medios de comunicación que cubrían las 
incidencias. Tovar permaneció detenida durante el resto del período analizado por la 
muestra y fue liberada el 6 de mayo de 2020 (Tal Cual, 2020). 

     Otro estilo es la destrucción económica del medio a través de la penalización por 
supuesta difamación e injuria del funcionario. Así ocurrió con el portal La Patilla, que, de 
acuerdo con sentencia del 4 de junio de 2019, de la Sala de Casación Penal del Tribunal 
Supremo de Justicia, aliado de Nicolás Maduro, deberá pagar al presidente de la 
Asamblea Nacional Constituyente, Diosdado Cabello, el equivalente a US $5.000.000, 
por “daño moral”. 

     Siguen vigentes las acciones que limitan la entrega de papel periódico a diversos 
medios disidentes, empleando como mecanismo la monopolización de la importación de 
este insumo, por medio de la Corporación Editorial Alfredo Maneiro, dependiente del 
Ministerio de Comunicación e Información del gobierno de Nicolás Maduro. El 14 de 
mayo de 2019 el diario Panorama, del estado Zulia, con 104 años de historia, se imprimió 
por última vez, debido a la situación precaria por las trabas para conseguir papel. Zulia 
fue el cuarto estado del país que se queda sin ningún tipo de periódico impreso, desde 
que fue implantado este método para entregar el recurso, favoreciendo a diarios aliados 
al régimen. 

     Bajo esta situación, era previsible que los encuestados dieran 0 a la Dimensión 
Control de Medios en sus dos subdimensiones -acciones para evitar controles directos o 
indirectos-, pues el repertorio de argucias para presionar a los medios de manera directa 
o indirecta tiene amplitud en la praxis política de Nicolás Maduro. 

 

Conclusiones 

     Los terribles actos cometidos en el período de estudio en materia de libertad de 
expresión no han sido los únicos que han deteriorado el derecho a la información y a la 
libre circulación de ideas en la sociedad venezolana. La mordaza se ha estructurado 
desde el uso sistemático de la violencia impune contra periodistas iniciada con el 
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discurso beligerante de Hugo Chávez en la campaña presidencial que lo llevó a la 
presidencia en 1999 y ha continuado con la imposición de controles, amenazas, 
detenciones, hostigamiento, violencia directa y exilio forzado de ciudadanos y 
periodistas. 

     La situación podría empeorar en el período siguiente a este informe. Han continuado 
las detenciones de personas por emplear sus redes sociales para mensajes incómodos 
para el régimen, y las restricciones por la cuarentena han dado piso a prácticas 
autoritarias en contra de periodistas y ciudadanos en general. 

     Podría decirse que en el clima que se vive en Venezuela, con una profunda caída de 
su economía, merma del desarrollo de iniciativas comerciales y el alto nivel de pobreza, 
los pocos medios de comunicación independientes tendrán pocas probabilidades de 
supervivencia. Es imperioso que la comunidad internacional siga apoyando desde afuera 
las iniciativas comunicacionales, que mantengan la denuncia por la restitución de la 
democracia en Venezuela. 

     La administración Maduro y sus aliados políticos nombraron una directiva del Consejo 
Nacional Electoral - CNE conforme a sus apetitos de permanencia en el poder, con el fin 
de convocar a elecciones parlamentarias y hacer así del poder con el cual no ha podido 
contar. No podemos emitir futuribles, pero el periodismo independiente venezolano, aún 
presente en redes, podría verse aún más mermado, de concretarse un cambio que lleve 
a nuevas reformas y más persecución en el ámbito de redes sociales. Aunque la Ley 
contra el Odio y su arquitectura arbitraria y personalista, ya juega a dar piso suficiente 
para seguir amordazando a la población, a fin de mantenerla con los ojos puestos en sus 
supuestos logros. Amordazada y con los ojos vendados está la sociedad venezolana. 
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